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HACIA UNA NUEVA NORMATIVA MIGRATORIA PARA CHILE Y UN NUEVO ORDEN MIGRATORIO A ESCALA DE DERECHOS HUMANOS EN EL SIGLO XXI

1.-  El proyecto original ingresado a la Cámara de Diputados en el año 2013, establece como idea matriz crear un cuerpo jurídico moderno en materia migratoria, acorde con los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile que, por una parte, potencie las ventajas que representa para el país la migración internacional, sobre la base de principios como la igualdad de trato y no discriminación hacia los migrantes; y, por la otra, fortalezca el vínculo con los chilenos que se encuentran en el exterior. 
2.- El principal instrumento regulatorio en esta materia es el decreto ley N° 1.094, de 1975, que representa la legislación migratoria vigente más antigua de Sudamérica, dictada bajo el régimen militar y con clara inspiración en la doctrina de la Seguridad Nacional. Las principales deficiencias regulatorias de dicho cuerpo legal pueden resumirse en los siguientes puntos:
- Carencia de principios orientadores, derechos y deberes;
- Categorías migratorias insuficientes;
- Institucionalidad débil. El principal órgano migratorio es el Departamento de Extranjería y Migración de la Subsecretaría del Interior, con una estructura de quinto orden jerárquico;
- Ausencia de mecanismos institucionales para la generación de política;
- Omisión de toda referencia a los chilenos en el extranjero;
-  Dificultades para expulsión de un extranjero;
-  Problemas en la revalidación de títulos profesionales;
- Límite a los trabajadores extranjeros. Actual tope establecido en el Código del Trabajo es de 15% de trabajadores extranjeros en las empresas, no se hace excepción con los trabajadores de temporada;
- Inadecuada regulación del tránsito vecinal, no obstante la vigencia de la Ley N°19.581 que establece la Categoría de Habitantes de Zonas Fronterizas (2010).
3.- En la actualidad la idea matriz que difunde y publicita el Ejecutivo al concurrir a las diversas comisiones que han conocido todo o parte del proyecto es la de modernizar la normativa migratoria vigente, orientándola hacia un modelo de migración segura, ordenada y regular, principios fundantes contenidos en la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes, de 2016, en los siguientes términos:

- Migración segura para los migrantes, pues la mayoría de ellos ingresa al país en condiciones de extrema precariedad y vulnerabilidad y, por lo tanto, es indispensable garantizar sus derechos fundamentales, lo que dependerá de la capacidad económica y social que tenga el Estado para afrontar flujos masivos. 

- Migración ordenada, que debe estar dada por la certeza jurídica de que el Estado pueda ejercer sus atribuciones, a fin de procurar una migración sujeta a control, tal como lo reconocen todos los tratados internacionales en la materia
- Migración regular, que cumpla con las disposiciones legales y reglamentarias que el Estado democráticamente se ha fijado como política nacional en materia migratoria, la que establece límites para el ingreso al país, fundándose en el resguardo del orden y seguridad públicas, la salud pública y los derechos de terceros, además de un mejor control de ingreso en la frontera y, en su caso, en el exterior; y se fijan sanciones razonables para los casos de incumplimiento de los deberes de las personas migrantes, conforme a un estatuto legal estricto y a reglas procesales bien definidas, justas y racionales.
4.- No obstante lo anterior y, valorando la significación que tiene poner en estas materias al Estado de Chile a la par de las legislaciones “modernas”, es atendible la advertencia de diversos analistas en cuanto a que el proyecto solo se hace cargo de la institucionalidad y procedimientos: visas, acceso a servicios públicos, requisitos para acceder a la ciudadanía, sanciones a quienes cometan delitos y otros”, relegando los principios fundamentales de protección que se enuncian en el Título II del proyecto de ley, a meras declaraciones y normas programáticas.


5.- Una clave fundamental de este proyecto de ley es comprenderlo en el ámbito de los derechos humanos. Así queda de manifiesto al haber sido conocido por la comisión del ramo en la Cámara de Diputados. Por su parte, la sala del Senado, en sesión del 20 de marzo recién pasado, acordó que, luego de ser informado el proyecto por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, deberá también informarse por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, sin referencia a artículos específicos, de lo que se colige que será conocido por esta en su integridad. Además, es probable que las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Trabajo y de Educación sean requeridas para informes respectivos. Todo lo anterior cobra un nuevo y mayor sentido con la aprobación del Pacto Mundial para la Migración Segura y Regular (2018), que paradójica y lamentablemente el gobierno de Chile declinó suscribir. Dicho Pacto reafirma que “es necesario aplicar un enfoque integral para optimizar los beneficios generales de la migración, abordando al mismo tiempo los riesgos y desafíos a que se enfrentan las personas y las comunidades en los países de origen, tránsito y destino”. Con este enfoque integral se pretende facilitar la migración segura, ordenada y regular, reduciendo la incidencia de la migración irregular y sus efectos negativos. 
6.- El proyecto de ley se refiere a la posibilidad de solicitar apoyo a la cooperación internacional como modo de aumentar el patrimonio de la institucionalidad nueva que se promueve, esto es, el Servicio Nacional de Migraciones, consagrado en el Párrafo II del Título XIV del proyecto: “De la Institucionalidad Migratoria”. Esta situación es una razón más para manifestar desacuerdo abierto por el contrasentido e inconsistencia al haberse restado Chile como Estado parte del Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular.

7.- Las personas migrantes son sujetos de derechos y el Estado tiene obligaciones que cumplir. El Estado de Chile debe dar razón de su adscripción a los tratados internacionales sobre derechos humanos y honrar la voluntad de autolimitar su soberanía al incorporar como límites de ella el respeto a los derechos fundamentales que están en los tratados ratificados por Chile y que se encuentran vigente tal como lo expresa el artículo 5° de la Constitución Política.
8.- La dimensión más trascendente de la migración no es la legal, ni la institucional ni burocrática. Se trata de un fenómeno multidimensional que atañe a diversas perspectivas del quehacer social. El desafío que tenemos es debatir si queremos un país que valore y proteja la diversidad e identidad de los todos grupos étnicos o religiosos, o uno que priorice un hipotético y unívoco ser chileno y que, por tanto, asimile y homogeneice todo impacto y toda influencia internacional que traen aparejada las migraciones. La Cámara ha despachado un proyecto que claramente representa acuerdos mínimos y que, por sobre todo, representa la necesidad imperiosa de avanzar y salir de la lamentable anacronía de nuestra actual legislación. Esa tarea corresponde ahora al Senado.
Con todo, la urgencia de esta tarea no significa abordar con superficialidad o hacer vista gorda de problemas que son fundamentales de resolver desde la perspectiva de los derechos de las personas migrantes y de la responsabilidad de un Estado democrático. Más aun, toda vez que, en tiempos no lejanos, la sociedad chilena conoció de cerca los dolores de la expatriación y la importancia de ser acogida y tratada solidaria y humanamente.
9.- Lo anterior se asienta sobre el reconocimiento indiscutido del derecho a migrar. Todo ser humano puede cruzar las fronteras para desarrollar un proyecto de vida en un país distinto al que nació, ya sea por razones de trabajo, relaciones afectivas, búsqueda de refugio o vida tranquila, emprender estudios o iniciar nuevos proyectos en sus respectivas vidas. Un Estado respetuoso de este derecho tiene la responsabilidad de declararlo, regularlo y protegerlo conforme a reglas y principios democráticos. En tal sentido, su legislación debe enfrentar la irregularidad de las migraciones, fomentar la transparencia en la declaración del objetivo del ingreso al país y crear los mecanismos para evitar la eventual vulnerabilidad y mala calidad de vida de las personas migrantes. 
En términos concretos, lo anterior lleva a no aceptar la imposibilidad de cambiar de categoría migratoria a quienes ya están dentro del país. Esta materia debe ser tratada no en forma excepcional, sino regular clara y racionalmente la posibilidad de cambiar de categoría migratoria en los casos que se justifique, considerando las diversas dinámicas de los procesos personales, sociales y políticos.
10.- Se debe reafirmar que la condición de irregularidad migratoria no debe considerarse ni asimilarse a un delito; de hecho no está tipificado como tal ni en la normativa internacional ni en la legislación nacional. Perder el empleo y, por tanto, la visa sujeta a contrato, sobrepasar la fecha estampada en el pasaporte y una serie de otras circunstancias que dejan a la persona en una situación irregular, no son hechos constitutivos de delito ni convierten a las personas en sospechosas de actos delictivos. 
11.- Desde el punto de vista de la participación e incidencia política de la población migrante, puede preverse que en poco tiempo más va a haber una enorme cantidad de nuevos votantes, que entrarán de lleno en la vida democrática del país con criterios, miradas y conceptos distintos a los que hemos conocido hasta ahora. Tendremos nuevos ciudadanos que van a ocupar cargos de elección popular e influirán en el ámbito privado. Tanto con  la legislación como con políticas públicas pertinentes, el fenómeno migratorio puede ser la oportunidad o el momento para construir un nuevo orden democrático, enriqueciendo una democracia que nos impulse a integrarnos de modo más civilizado al mundo global, a potenciar la colaboración y la innovación social y productiva, alentando formas de desarrollo sustentable, transferencia cultural, multiculturalismo y respeto y ejercicio de los derechos fundamentales de las personas, todo ello basamentos necesarios para abordar los desafíos del siglo XXI.  

12.- Se debe reafirmar la necesidad de una legislación reflexiva y estable, no dominada por criterios policiales ni sujeta a coyunturas ni cálculos mediáticos de corto plazo, una legislación que establezca una institucionalidad pública con perspectiva multisectorial al servicio de los problemas migratorios, con potestades y competencias efectivas, sin discriminaciones arbitrarias y con plenas garantías de los derechos de las personas, que tenga un funcionamiento capaz de adaptarse a las cambiantes condiciones y riesgos del mundo contemporáneo. 
